
Modelo:   1

1. Según lo dispuesto en el  artículo 1.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre,  del  Procedimiento Administrativo
Común  de  las  Administraciones  Públicas,  cuando  resulte  eficaz,  proporcionado  y  necesario  para  la
consecución  de  los  fines  propios  del  procedimiento,  y  de  manera  motivada,  podrán  incluirse  trámites
adicionales  o  distintos  a  los  contemplados  en  esta  Ley:

a) Mediante reglamento.
b) Solo mediante Real Decreto.
c) Solo mediante ley.

2. Atendiendo  a  lo  establecido  en  el  artículo  2.2  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento
Administrativo  Común  de  las  Administraciones  Públicas,  las  Universidades  públicas  forman  parte  de:

a) El sector público local.
b) El sector público institucional.
c) El sector público estatal.

3. Según  lo  dispuesto  en  el  artículo  3  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo
Común de las Administraciones Públicas,  a los efectos previstos en esta Ley,  tendrán capacidad de obrar
ante  las  Administraciones  Públicas  los  grupos  de  afectados,  las  uniones  y  entidades  sin  personalidad
jurídica  y  los  patrimonios  independientes  o  autónomos:

a) Cuando la Ley así lo declare expresamente.
b) Cuando reglamentariamente así se declare.
c) Cuando declaren derechos e intereses legítimos.

4. Conforme  a  lo  dispuesto  en  el  artículo  5.2  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, ¿qué personas podrán actuar en representación de
otras ante las Administraciones Públicas?:

a) Las personas físicas con capacidad de obrar y las personas jurídicas en todo caso.
b) Las  personas  físicas  con  capacidad  de  obrar  y  las  personas  jurídicas  autorizadas  por  las  Administraciones

Públicas.
c) Las  personas  físicas  con  capacidad  de  obrar  y  las  personas  jurídicas,  siempre  que  ello  esté  previsto  en  sus

Estatutos.

5. De  acuerdo  con  el  tenor  literal  del  artículo  13.a)  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento
Administrativo  Común  de  las  Administraciones  Públicas,  quienes  de  conformidad  con  el  artículo  3  tienen
capacidad  de  obrar  ante  las  Administraciones  Públicas,  son  titulares,  entre  otros,  del  derecho  a
comunicarse  con  ellas  a  través  de:

a) Un Punto de Acceso General electrónico de la Administración.
b) Un Punto restringido a los administrados.
c) Un Centro de Proceso de Datos.
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6. RESERVA 4.  Según lo  dispuesto  en  el  artículo  14.2  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento
Administrativo Común de las Administraciones Públicas,  en todo caso,  estarán obligados a relacionarse a
través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas para la realización de cualquier trámite de
un procedimiento administrativo:

a) Las personas físicas.
b) Quienes representen a un interesado que no esté obligado a relacionarse electrónicamente con la Administración.
c) Los empleados de las Administraciones Públicas para los trámites y actuaciones que realicen con ellas por razón

de  su  condición  de  empleado  público,  en  la  forma  en  que  se  determine  reglamentariamente  por  cada
Administración.

7. Según establece el artículo 27.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común
de las Administraciones Públicas, la Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y las
Entidades Locales podrán realizar copias auténticas:

a) Solo mediante funcionario habilitado.
b) Mediante funcionario habilitado o mediante actuación administrativa automatizada.
c) Solo mediante fedatario público.

8. Según el  artículo 28.2  de la  Ley 39/2015,  de 1  de octubre,  del  Procedimiento Administrativo Común de las
Administraciones  Públicas,  cuando  se  trate  de  informes  preceptivos  ya  elaborados  por  un  órgano
administrativo  distinto  al  que  tramita  el  procedimiento,  éstos  deberán  ser  remitidos  en  el  plazo  de:

a) Diez días a contar desde su solicitud.
b) Quince días a contar desde su solicitud.
c) Veinte días a contar desde su solicitud.

9. Conforme  a  lo  dispuesto  en  el  artículo  28.3  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento
Administrativo  Común  de  las  Administraciones  Públicas,  las  Administraciones  Públicas:

a) No exigirán  a  los  interesados  la  presentación  de  documentos  originales,  salvo  que,  con  carácter  excepcional,  la
normativa  reguladora  aplicable  establezca  lo  contrario.

b) Exigirán  a  los  interesados  la  presentación  de  documentos  originales,  salvo  que,  con  carácter  excepcional,  la
normativa  reguladora  aplicable  establezca  lo  contrario.

c) Exigirán en todo caso a  los  interesados la  presentación de documentos  originales  si  éstos  no se encuentran en
poder  de la  Administración actuante.

10. Conforme  al  tenor  literal  del  artículo  30.6  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento
Administrativo  Común  de  las  Administraciones  Públicas,  cuando  un  día  fuese  hábil  en  el  municipio  o
Comunidad  Autónoma  en  que  reside  el  interesado,  e  inhábil  en  la  sede  del  órgano  administrativo,  o  a  la
inversa:

a) Se considerará hábil en todo caso.
b) Se entenderá prorrogado el plazo al primer día hábil siguiente.
c) Se considerará inhábil en todo caso.

11. Según el  artículo 32.1  de la  Ley 39/2015,  de 1  de octubre,  del  Procedimiento Administrativo Común de las
Administraciones  Públicas,  la  Administración,  salvo  precepto  en  contrario,  podrá  conceder  de  oficio  o  a
petición  de  los  interesados,  una  ampliación  de  los  plazos  establecidos:

a) Que no exceda de la mitad de los mismos, si las circunstancias lo aconsejan y con ello no se perjudican derechos
de tercero.

b) Por el doble de duración de los mismos, si las circunstancias lo aconsejan y con ello no se perjudican derechos de
tercero.

c) Que no exceda del doble de los mismos, si las circunstancias lo aconsejan y con ello no se perjudican derechos de
tercero.
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12. Conforme  al  tenor  literal  del  artículo  35.1  i)  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, serán motivados, con sucinta referencia de hechos
y fundamentos de derecho:

a) Los actos que se dicten en el ejercicio de atribuciones vinculadas, así como los que admitan pruebas propuestas
por los interesados.

b) Los actos que se dicten en el  ejercicio de potestades discrecionales,  así  como los que deban serlo en virtud de
disposición legal  o reglamentaria  expresa.

c) Los actos que se dicten en el ejercicio de potestades regladas, así como los que se dicten conforme al dictamen de
órganos consultivos.

13. Según el  artículo 39.3  de la  Ley 39/2015,  de 1  de octubre,  del  Procedimiento Administrativo Común de las
Administraciones Públicas, excepcionalmente y siempre que los supuestos de hecho necesarios existieran
ya en la fecha a que se retrotraiga la eficacia del acto y ésta no lesione derechos o intereses legítimos de
otras personas, podrá otorgarse eficacia retroactiva a los actos:

a) Cuando se dicten en sustitución de actos nulos, así como cuando produzcan efectos favorables al interesado.
b) Cuando  se  dicten  en  sustitución  de  disposiciones  de  carácter  general,  así  como  cuando  produzcan  efectos

favorables  al  interesado.
c) Cuando se dicten en sustitución de actos anulados, así como cuando produzcan efectos favorables al interesado.

14. Según el  artículo 43.2  de la  Ley 39/2015,  de 1  de octubre,  del  Procedimiento Administrativo Común de las
Administraciones  Públicas,  cuando  la  notificación  por  medios  electrónicos  sea  de  carácter  obligatorio,  o
haya  sido  expresamente  elegida  por  el  interesado,  se  entenderá  rechazada  cuando  hayan  transcurrido:

a) Cinco días hábiles desde la puesta a disposición de la notificación sin que se acceda a su contenido.
b) Diez días hábiles desde la puesta a disposición de la notificación sin que se acceda a su contenido.
c) Diez días naturales desde la puesta a disposición de la notificación sin que se acceda a su contenido.

15. RESERVA 7. Los actos de la Administración que incurran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico,
incluso la desviación de poder:

a) Son actos anulables según lo dispuesto en el artículo 48.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento
Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

b) Son  actos  nulos  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  47.1  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento
Administrativo  Común  de  las  Administraciones  Públicas.

c) No  son  actos  anulables  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  48.1  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del
Procedimiento  Administrativo  Común  de  las  Administraciones  Públicas.

16. Según el artículo 53.1.a) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las
Administraciones Públicas, se entenderá cumplida la obligación de la Administración de facilitar copias de
los documentos contenidos en los procedimientos mediante la puesta a disposición de las mismas en:

a) El  Puerto  de  Acceso  General  electrónico  de  la  Administración  competente  o  en  las  sedes  electrónicas  que
correspondan.

b) El  Punto  de  Acceso  General  electrónico  de  la  Administración  competente  o  en  las  sedes  electrónicas  que
correspondan.

c) El  Portal  de  Acceso  General  electrónico  de  la  Administración  competente  o  en  las  sedes  electrónicas  que
correspondan.

17. Según  el  artículo  71  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las
Administraciones  Públicas,  el  procedimiento,  sometido  al  principio  de  celeridad,  se  impulsará:

a) De oficio  en  todos  sus  trámites  y  a  través  de  medios  electrónicos,  respetando  los  principios  de  transparencia  y
publicidad.

b) A  instancia  de  parte  en  todos  sus  trámites  y  a  través  de  medios  electrónicos,  respetando  los  principios  de
transparencia  y  publicidad.

c) A instancia de los interesados en todos sus trámites y a través de medios electrónicos, respetando los principios de
coordinación y desconcentración.
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18. Conforme  a  lo  dispuesto  en  el  artículo  73.2  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en cualquier momento del procedimiento, cuando
la Administración considere que alguno de los actos de los interesados no reúne los requisitos necesarios,
lo pondrá en conocimiento de su autor, concediéndole un plazo de:

a) Diez días para cumplimentarlo.
b) Cinco días para cumplimentarlo.
c) Dos días para cumplimentarlo.

19. ¿Cuál es el plazo máximo para dictar y notificar la resolución del recurso potestativo de reposición según el
artículo  124.2  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las
Administraciones  Públicas?:

a) Un mes.
b) Dos meses.
c) Tres meses.

20. Contra actos firmes en vía administrativa en los que al dictarlos se hubiera incurrido en error de hecho que
resulte de los propios documentos incorporados al expediente, se podrá interponer el recurso extraordinario
de  revisión,  conforme  establece  el  artículo  125.2  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento
Administrativo  Común  de  las  Administraciones  Públicas:

a) Dentro del plazo de cuatro años siguientes a la fecha de la notificación de la resolución impugnada.
b) Dentro del plazo de tres meses siguientes a la fecha de la notificación de la resolución impugnada.
c) Dentro del plazo de un mes siguiente a la fecha de la notificación de la resolución impugnada.

21. Según dispone el  artículo 25 de la  Ley 29/1998,  de 13 de julio,  reguladora de la  Jurisdicción Contencioso-
administrativa,  el  recurso  contencioso-administrativo  es  admisible  en  relación  con  las  disposiciones  de
carácter  general  y  con:

a) Los actos expresos y presuntos de la Administración pública que no pongan fin a la vía administrativa.
b) Los  actos  expresos  y  presuntos  de  la  Administración  pública  que  pongan  fin  a  la  vía  administrativa  y  contra  la

inactividad  de  la  Administración  y  contra  sus  actuaciones  materiales  que  constituyan  vía  de  hecho.
c) Los  actos  expresos  y  presuntos  de  la  Administración  pública  que  pongan  fin  a  la  vía  administrativa,  pero  no  es

admisible  contra  la  inactividad  de  la  Administración  y  contra  sus  actuaciones  materiales  que  constituyan  vía  de
hecho.

22. RESERVA 5. No es admisible el recurso contencioso-administrativo, según dispone el artículo 28 de la Ley
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, respecto de los actos que
sean:

a) Reproducción de otros anteriores definitivos y firmes y los confirmatorios de actos consentidos por no haber sido
recurridos en tiempo y forma.

b) Reproducción  de  otros  anteriores  definitivos  y  no  firmes  y  los  confirmatorios  de  actos  consentidos  por  no  haber
sido  recurridos  en  tiempo y  forma.

c) Las respuestas a) y b) son incorrectas.

23. La competencia para la resolución de los procedimientos de responsabilidad patrimonial en el ámbito local
corresponde,  según  el  artículo  92  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo
Común  de  las  Administraciones  Públicas  a:

a) Los órganos correspondientes de las Comunidades Autónomas.
b) Los órganos correspondientes de las Entidades que integran la Administración Local.
c) Los órganos correspondientes de la Administración del Estado.
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24. Según dispone el artículo 91.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común
de  las  Administraciones  Públicas,  transcurridos  6  meses  desde  que  se  inició  el  procedimiento  de
responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas sin que haya recaído y se notifique resolución
expresa o, en su caso, se haya formalizado el acuerdo, podrá entenderse que la resolución:

a) Es favorable a la indemnización del particular.
b) Es contraria a la indemnización del particular.
c) Las  respuestas  a)  y  b)  son  incorrectas,  ya  que,  por  su  contenido  económico,  siempre  debe  dictarse  resolución

expresa.

25. Se entenderá  que un contrato  tiene carácter  oneroso,  según regula  el  artículo  2  de  la  Ley  9/2017,  de  8  de
noviembre,  de  Contratos  del  Sector  Público:

a) En los casos en que el contratista únicamente obtenga algún tipo de beneficio económico de forma directa.
b) En los casos en que el poder adjudicador obtenga indirectamente algún tipo de beneficio económico.
c) En los casos en que el contratista obtenga algún tipo de beneficio económico, ya sea de forma directa o indirecta.

26. El  artículo  3  de  la  Ley  9/2017,  de  8  de  noviembre,  de  Contratos  del  Sector  Público  considera  que  forman
parte  del  sector  público,  entre  otras,  las  siguientes  entidades:

a) La  Administración  General  del  Estado,  las  Administraciones  de  las  Comunidades  Autónomas,  las  Ciudades
Autónomas de Ceuta y Melilla y las Entidades que integran la Administración Local, las Entidades Gestoras y los
Servicios  Comunes  de  la  Seguridad  Social,  los  Organismos  Autónomos,  las  Universidades  Públicas,  las
autoridades  administrativas  independientes,  los  consorcios  dotados  de  personalidad  jurídica  propia.

b) La  Administración  General  del  Estado,  las  Administraciones  de  las  Comunidades  Autónomas,  las  Ciudades
Autónomas de Ceuta y Melilla y las Entidades que integran la Administración Local, las Entidades Gestoras y los
Servicios  Comunes  de  la  Seguridad  Social,  los  Organismos  Autónomos,  las  Universidades  Públicas,  las
autoridades  administrativas  independientes,  los  consorcios  sin  personalidad  jurídica  propia.

c) La  Administración  General  del  Estado,  las  Administraciones  de  las  Comunidades  Autónomas,  las  Ciudades
Autónomas de Ceuta y Melilla y las Entidades que integran la Administración Local, las Entidades Gestoras y los
Servicios Comunes de la Seguridad Social, los Organismos Autónomos, las Universidades Públicas y Privadas, las
autoridades administrativas independientes, los consorcios dotados de personalidad jurídica propia.

27. De  conformidad  con  el  artículo  11  de  la  Ley  9/2017,  de  8  de  noviembre,  de  Contratos  del  Sector  Público,
quedan  excluidos,  entre  otros,  los  siguientes  negocios  y  contratos:

a) Las  relaciones  jurídicas  consistentes  en  la  prestación  de  un  servicio  público  cuya  utilización  por  los  usuarios
requiera  el  abono  de  una  tarifa,  tasa  o  precio  público  de  aplicación  general.

b) Los contratos de obras, suministros y servicios que se celebren en el ámbito de la educación.
c) Las respuestas a) y b) son incorrectas.

28. RESERVA 2.  Según  establece  el  artículo  69  de  la  Ley  9/2017,  de  8  de  noviembre,  de  Contratos  del  Sector
Público,  podrán  contratar  con  el  Sector  Público  las  Uniones  de  empresarios  que:

a) Se constituyan indefinidamente al efecto, sin que sea necesaria la formalización de las mismas en escritura pública
hasta que se haya efectuado la adjudicación del contrato a su favor.

b) Se constituyan  temporalmente  al  efecto,  siendo  necesaria  la  formalización  en  escritura  pública  antes  de  que  se
haya  efectuado  la  adjudicación  del  contrato  a  su  favor.

c) Se constituyan temporalmente al efecto, sin que sea necesaria la formalización de las mismas en escritura pública
hasta que se haya efectuado la adjudicación del contrato a su favor.

29. El  personal  funcionario  de  carrera  que  se  encuentre  en  situación  administrativa  de  servicios  especiales,
según  dispone  el  artículo  87  del  texto  refundido  de  la  Ley  del  Estatuto  Básico  del  Empleado  Público
aprobado  por  el  Real  Decreto  Legislativo  5/2015  de  30  de  octubre:

a) Percibirán las retribuciones del puesto o cargo que desempeñen y no las que les correspondan como funcionarios
de carrera, sin perjuicio del derecho a percibir los trienios que tengan reconocidos en cada momento.

b) Percibirán las retribuciones que les correspondan como funcionarios de carrera, incluidos los trienios que tengan
reconocidos en cada momento.

c) Percibirán  las  retribuciones  que  les  correspondan  como  funcionarios  de  carrera,  no  incluidos  los  trienios  que
tengan  reconocidos  en  cada  momento.

ÚNICO EJERCICIO FASE DE OPOSICIÓN ADMINISTRATIVO 2 - Modelo 1 Página 5 de 15



30. Los  procedimientos  ordinarios  de  provisión  de  puestos  de  trabajo  que  regula  el  artículo  124  de  la  Ley
5/2023,  de  7  de  junio,  de  la  Función  Pública  de  Andalucía,  son:

a) Concurso, libre designación, permuta, movilidad, reasignación de efectivos y adscripción provisional.
b) Concurso, general o específico, y libre designación con convocatoria pública.
c) Concurso,  libre  designación,  permuta,  movilidad,  reasignación  de  efectivos,  reingreso  al  servicio  activo  y

adscripción  provisional.

31. Los titulares de los puestos de trabajo provistos por el procedimiento de libre designación, según establece
el artículo 128 de la Ley 5/2023, de 7 de junio, de la Función Pública de Andalucía, podrán ser cesados:

a) Discrecionalmente, sin necesidad de motivación.
b) Únicamente previo procedimiento disciplinario con audiencia de la persona interesada.
c) Discrecionalmente, debiendo ser los ceses expresamente motivados.

32. El personal funcionario de carrera se hallará, según dispone el artículo 144 de la Ley 5/2023. de 7 de junio,
de Función Pública de Andalucía, en las siguientes situaciones administrativas:

a) Servicio activo,  servicios especiales,  servicio en la Administración del  Estado,  excedencia voluntaria,  excedencia
forzosa y suspensión de funciones.

b) Servicio  activo,  servicios  especiales,  servicio  en  otras  Administraciones  Públicas,  excedencia  voluntaria,
excedencia  forzosa,  expectativa  de  destino  y  suspensión  de  funciones.

c) Servicio activo, servicio en la Administración Autonómica, excedencia voluntaria, excedencia forzosa y suspensión
de funciones.

33. Los derechos de las personas con discapacidad y su inclusión social viene regulado en la siguiente norma:
a) Real Decreto Legislativo 1/2006, de 29 de noviembre.
b) Real Decreto Legislativo 15/2013, de 29 de noviembre.
c) Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre.

34. La  Ley  Orgánica  3/2007,  de  22  de  marzo,  para  la  igualdad  efectiva  de  mujeres  y  hombres,  define  en  su
artículo  3  el  principio  de  igualdad  de  trato  entre  mujeres  y  hombres  como:

a) La ausencia de toda discriminación, directa o indirecta, por razón de sexo, y,  especialmente, las derivadas de la
maternidad,  la  asunción  de  obligaciones  conyugales  y  familiares  y  el  estado  civil,  en  el  ámbito  del  empleo  y
económico.

b) La ausencia de toda discriminación, directa o indirecta, por razón de sexo, y,  especialmente, las derivadas de la
maternidad, la asunción de obligaciones familiares y el  estado civil.

c) La  ausencia  de  toda  discriminación,  directa  o  indirecta,  por  razón  de  sexo,  en  el  ámbito  del  empleo  público  o
privado.

35. RESERVA 3. Están legitimados, entre otras, ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo para la
defensa del derecho a la igualdad de trato y no discriminación e intolerancia, según dispone el artículo 19. 1
i) de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, además de las
personas afectadas:

a) Siempre con su autorización, los partidos políticos, los sindicatos, las asociaciones profesionales de trabajadores
autónomos, en relación con las personas afiliadas o asociadas a los mismos.

b) Siempre con su autorización, los partidos políticos, los sindicatos, las asociaciones profesionales de trabajadores
autónomos, en todo caso.

c) Los partidos políticos, los sindicatos y las asociaciones profesionales de trabajadores autónomos, en todo caso y
sin que sea necesaria su autorización.

36. En toda contratación pública se incorporarán de manera transversal y preceptiva, según dispone el artículo
1.3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, los siguientes criterios:

a) Sociales y medioambientales siempre que guarde relación con el objeto del contrato.
b) De género y discapacidad siempre que guarde relación con el objeto del contrato.
c) Financieros y laborales siempre que guarde relación con el objeto del contrato.
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37. Según el artículo 3 de la Ley 5/2023, de 7 de junio, de la Función Pública de Andalucía, la misma es aplicable
al  personal  al  servicio  de  las  Administraciones  Locales  del  territorio  de  Andalucía  y  de  las  entidades
dependientes  de  las  mismas:

a) En todo caso.
b) Con respeto a la autonomía local y a la legislación básica estatal de aplicación directa al régimen específico de la

función pública local.
c) Con respeto a la legislación estatal.

38. El  personal  funcionario  de  carrera  podrá  obtener  la  excedencia  voluntaria  por  interés  particular,  según
establece el artículo 89.2 del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público aprobado
por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, cuando hayan prestado servicios efectivos:

a) Durante un periodo mínimo de 5 años inmediatamente anteriores, en cualquiera de las Administraciones Públicas.
b) Durante un periodo mínimo de 5 años inmediatamente anteriores, solo en la Administración Pública en la que se

encuentra en activo.
c) Durante un periodo mínimo de 3 años inmediatamente anteriores, en cualquiera de las Administraciones Públicas.

39. La igualdad de género y la lucha contra la violencia de género en Andalucía viene regulada en:
a) Ley 12/2007, de 26 de noviembre, de medidas de prevención y protección integral contra la violencia de género y

la Ley 13/2007, de 26 de noviembre, para la promoción de la igualdad de género en Andalucía.
b) Ley 12/2015, de 26 de noviembre, para la promoción de la igualdad de género en Andalucía y la Ley 13/2015, de

26 de noviembre, de medidas de prevención y protección integral contra la violencia de género.
c) Ley 12/2007, de 26 de noviembre, para la promoción de la igualdad de género en Andalucía y la Ley 13/2007, de

26 de noviembre, de medidas de prevención y protección integral contra la violencia de género.

40. De  conformidad  con  el  artículo  6  de  la  Ley  19/2013,  de  9  de  diciembre,  de  transparencia,  acceso  a  la
información pública y buen gobierno, a efectos de publicar información relativa a su estructura organizativa,
los sujetos comprendidos en el ámbito de aplicación incluirán un organigrama actualizado que identifique a:

a) Los responsables de los diferentes órganos y su perfil y trayectoria profesional.
b) Los responsables de los diferentes órganos de forma exclusiva.
c) Los responsables de los diferentes servicios y su respectiva declaración de bienes.

41. De  conformidad  con  el  artículo  8  de  la  Ley  19/2013,  de  9  de  diciembre,  de  transparencia,  acceso  a  la
información  pública  y  buen  gobierno,  la  publicación  de  la  información  relativa  a  los  contratos  menores
podrá  realizarse:

a) Semestralmente.
b) Trimestralmente.
c) Anualmente.

42. De  conformidad  con  el  artículo  17  de  la  Ley  19/2013,  de  9  de  diciembre,  de  transparencia,  acceso  a  la
información pública  y  buen gobierno,  en relación con el  ejercicio  del  derecho de acceso a  la  información:

a) El solicitante no está obligado a motivar su solicitud de acceso a la información.
b) El solicitante debe motivar su solicitud en todo caso para que sea admitida.
c) La ausencia de motivación será por si sola causa de rechazo de la solicitud.

43. De  conformidad  con  el  artículo  18  de  la  Ley  19/2013,  de  9  de  diciembre,  de  transparencia,  acceso  a  la
información  pública  y  buen  gobierno,  en  el  caso  en  que  se  inadmita  la  solicitud  por  estar  dirigida  a  un
órgano en cuyo poder no obre la información cuando se desconozca el competente, el órgano que acuerde
la inadmisión deberá:

a) Proceder a su archivo automático sin necesidad de notificar al interesado.
b) Indicar en la resolución el órgano que, a su juicio, es competente para conocer de la solicitud.
c) Remitir la solicitud de forma inmediata al superior jerárquico para que determine el órgano competente.
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44. De  conformidad  con  el  artículo  19.2  de  la  Ley  19/2013,  de  9  de  diciembre,  de  transparencia,  acceso  a  la
información pública y buen gobierno, cuando la solicitud no identifique de forma suficiente la información,
se pedirá al solicitante que la concrete en un plazo de:

a) Cinco días.
b) Diez días.
c) Quince días.

45. De  conformidad  con  el  artículo  20  de  la  Ley  19/2013,  de  9  de  diciembre,  de  transparencia,  acceso  a  la
información  pública  y  buen  gobierno,  la  resolución  en  la  que  se  conceda  o  deniegue  el  acceso  deberá
notificarse  al  solicitante  y  a  los  terceros  afectados  que  así  lo  hayan  solicitado  en  el  plazo  máximo  de:

a) Un mes desde la recepción de la solicitud por el órgano competente para resolver.
b) Dos meses desde la recepción de la solicitud por el órgano competente para resolver.
c) Quince días desde la recepción de la solicitud por el órgano competente para resolver.

46. De  conformidad  con  el  artículo  22.4  de  la  Ley  19/2013,  de  9  de  diciembre,  de  transparencia,  acceso  a  la
información  pública  y  buen  gobierno,  en  cuanto  a  la  formalización  del  acceso  a  la  información:

a) El  acceso  a  la  información  será  gratuito.  No  obstante,  la  expedición  de  copias  o  la  trasposición  a  un  formato
diferente  podrá  dar  lugar  a  la  exigencia  de  exacciones.

b) El acceso siempre conllevará el pago de una tasa pública independientemente del formato.
c) El  acceso  será  gratuito  exclusivamente  cuando  el  solicitante  acredite  la  condición  de  interesado  en  un

procedimiento  administrativo.

47. El artículo 7.1 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de
los  derechos  digitales,  el  tratamiento  de  los  datos  personales  de  un  menor  de  edad  únicamente  podrá
fundarse  en  su  consentimiento  cuando:

a) Sea mayor de dieciséis años.
b) Sea mayor de catorce años.
c) Sea mayor de dieciocho años en todo caso.

48. De conformidad con el  artículo 13.3 de la Ley Orgánica 3/2018,  de 5 de diciembre,  de Protección de Datos
Personales y garantía de los derechos digitales, a los efectos del ejercicio del derecho de acceso, se podrá
considerar repetitivo su ejercicio en más de una ocasión durante:

a) El plazo de tres meses, a menos que exista causa legítima para ello.
b) El plazo de un año, a menos que exista causa legítima para ello.
c) El plazo de seis meses, a menos que exista causa legítima para ello.

49. De conformidad con el  artículo 34.1 de la Ley Orgánica 3/2018,  de 5 de diciembre,  de Protección de Datos
Personales  y  garantía  de  los  derechos  digitales,  los  responsables  y  encargados  del  tratamiento  deberán
designar  un  delegado  de  protección  de  datos,  en  todo  caso,  cuando  se  trate  de:

a) Las entidades privadas que cuenten con menos de cincuenta trabajadores y traten datos con fines estadísticos.
b) Los  centros  docentes  que  ofrezcan  enseñanzas  en  cualquiera  de  los  niveles  establecidos  en  la  legislación

reguladora  del  derecho  a  la  educación,  así  como  las  Universidades  públicas  y  privadas.
c) Cualquier  persona  física  o  jurídica  que  trate  datos  exclusivamente  en  el  ejercicio  de  actividades  personales  o

domésticas.

50. En  relación  con  la  figura  del  delegado  de  protección  de  datos,  ¿qué  plazo  tienen  los  responsables  y
encargados del tratamiento para comunicar su designación, nombramiento o cese a la Agencia Española de
Protección de Datos?:

a) Un mes.
b) Diez días.
c) Quince días.
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51. De  conformidad  con  el  artículo  72  de  la  Ley  Orgánica  3/2018,  de  5  de  diciembre,  de  Protección  de  Datos
Personales y garantía de los derechos digitales, la vulneración del deber de confidencialidad establecido en
el artículo 5 de esta ley orgánica tiene la consideración de infracción:

a) Muy grave y prescribirá a los tres años.
b) Grave y prescribirá a los dos años.
c) Leve y prescribirá al año.

52. De  conformidad  con  el  artículo  59.1  del  texto  refundido  de  la  Ley  Reguladora  de  las  Haciendas  Locales
aprobado  por  Real  Decreto  Legislativo  2/2004  de  5  de  marzo,  son  de  exacción  obligatoria  los  siguientes
impuestos  municipales:

a) El Impuesto sobre Bienes Inmuebles, el Impuesto sobre Actividades Económicas y el Impuesto sobre Vehículos de
Tracción Mecánica.

b) El  Impuesto  sobre  Bienes  Inmuebles,  el  Impuesto  sobre  Construcciones,  Instalaciones  y  Obras,  y  el  Impuesto
sobre  Actividades  Económicas.

c) El Impuesto sobre Bienes Inmuebles,  el  Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica y el  Impuesto sobre el
Incremento de Valor  de los Terrenos de Naturaleza Urbana.

53. ¿Qué  impuestos  podrán  establecer  y  exigir  los  ayuntamientos  con  carácter  potestativo,  según  el  artículo
59.2  del  texto  refundido  de  la  Ley  Reguladora  de  las  Haciendas  Locales  aprobado  por  Real  Decreto
Legislativo  2/2004  de  5  de  marzo?:

a) El Impuesto sobre Bienes Inmuebles y el Impuesto sobre Actividades Económicas.
b) El Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica y el Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras.
c) El  Impuesto  sobre  Construcciones,  Instalaciones  y  Obras  y  el  Impuesto  sobre  el  Incremento  de  Valor  de  los

Terrenos  de  Naturaleza  Urbana.

54. De acuerdo con el artículo 21 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado
por  Real  Decreto  Legislativo  2/2004  de  5  de  marzo,  las  entidades  locales  no  podrán  exigir  tasas  por  el
servicio  de:

a) Recogida de residuos sólidos urbanos y tratamiento de estos.
b) Otorgamiento de las licencias urbanísticas exigidas por la legislación del suelo.
c) Alumbrado de vías públicas.

55. Con  carácter  general,  y  según  dispone  el  artículo  24  del  texto  refundido  de  la  Ley  Reguladora  de  las
Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004 de 5 de marzo, el importe de las tasas por
la prestación de un servicio o por la realización de una actividad:

a) No  podrá  exceder,  en  su  conjunto,  del  coste  real  o  previsible  del  servicio  o  actividad  de  que  se  trate  o,  en  su
defecto,  del  valor  de  la  prestación  recibida.

b) No podrá ser en ningún caso inferior al coste real o previsible del servicio o actividad de que se trate.
c) Se  fijará  exclusivamente  tomando  como  referencia  el  valor  que  tendría  en  el  mercado  la  utilidad  derivada,

independientemente  del  coste  del  servicio.

56. Según el artículo 162 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real
Decreto Legislativo 2/2004 de 5 de marzo, los presupuestos generales de las entidades locales incluyen las
previsiones de ingresos y gastos de las sociedades mercantiles:

a) Cuyo capital social pertenezca mayoritariamente a la entidad local correspondiente.
b) Cuyo capital social pertenezca íntegramente a la entidad local correspondiente.
c) En las que la entidad local tenga cualquier porcentaje de participación en su capital social.

57. Según el artículo 169 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real
Decreto Legislativo 2/2004 de 5 de marzo, si al iniciarse el ejercicio económico no hubiese entrado en vigor
el presupuesto correspondiente:

a) Se considerará automáticamente prorrogado el del anterior, con sus créditos iniciales.
b) Se considerará automáticamente prorrogado el del anterior, incrementando sus créditos iniciales con el porcentaje

de inflación.
c) Se ejecutará el presupuesto provisional elaborado por el Presidente de la entidad.
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58. Según el artículo 217 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real
Decreto Legislativo 2/2004 de 5 de marzo, cuando el órgano a que afecte el reparo de la Intervención no esté
de acuerdo con este, ¿a quién corresponderá la resolución de la discrepancia cuando el reparo se base en
insuficiencia o inadecuación de crédito?:

a) Al Presidente de la corporación, siendo su resolución ejecutiva.
b) Al Tribunal de Cuentas.
c) Al Pleno de la corporación.

59. Según el artículo 57 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real
Decreto Legislativo 2/2004 de 5 de marzo, los ayuntamientos podrán establecer y exigir tasas:

a) Por la titularidad de un derecho real de usufructo sobre bienes inmuebles urbanos.
b) Por la obtención de una renta derivada del ejercicio de actividades profesionales.
c) Por la utilización privativa o el aprovechamiento especial del dominio público local.

60. Según el artículo 168 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real
Decreto Legislativo 2/2004 de 5 de marzo, el presupuesto de la Entidad Local será formado por su Presidente
y a él habrá de unirse, entre otra documentación, la siguiente:

a) La liquidación del presupuesto del ejercicio anterior y avance de la del corriente, referida, al menos, a tres meses
del ejercicio corriente.

b) Anexo de las inversiones a realizar en el ejercicio.
c) Un  anexo  con  información  relativa  a  los  convenios  suscritos  exclusivamente  con  el  Estado  en  materia  de

infraestructuras.

61. ¿Cuál de los siguientes derechos o libertades no está incluido en el artículo 20 de la Constitución Española
de 1978?:

a) La producción y creación literaria.
b) La libertad de cátedra.
c) El derecho de rectificación.

62. Conforme  al  artículo  20.5  de  la  Constitución  Española  de  1978,  sólo  podrá  acordarse  el  secuestro  de
publicaciones,  grabaciones  y  otros  medios  de  información:

a) Por medio de resolución administrativa.
b) Por medio de resolución judicial.
c) En ningún caso es posible el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de información.

63. Conforme al  artículo 55.2 de la Constitución Española de 1978, ¿quién puede solicitar la suspensión individual  de
derechos en investigaciones sobre bandas armadas o terrorismo?:

a) El Ministro del Interior.
b) El Delegado del Gobierno.
c) La autoridad judicial.

64. Según el artículo 55.1 de la Constitución Española de 1978, en caso de declaración del estado de excepción,
¿cuál de los siguientes derechos puede ser suspendido?:

a) El derecho a la producción y creación literaria, artística, científica y técnica .
b) El derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses.
c) El derecho a la libertad ideológica y religiosa.

65. Conforme  al  artículo  57.1  de  la  Constitución  Española  de  1978,  la  sucesión  en  el  trono  seguirá  el  orden
regular  de  primogenitura  y  representación,  siendo  preferida:

a) En el mismo sexo, la persona de menos edad.
b) En la misma línea, el grado más remoto.
c) La linea anterior a las posteriores.

ÚNICO EJERCICIO FASE DE OPOSICIÓN ADMINISTRATIVO 2 - Modelo 1 Página 10 de 15



66. Según el artículo 149.1 de la Constitución Española de 1978, las Comunidades Autónomas no podrán asumir
competencias en:

a) Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda.
b) Agricultura y ganadería.
c) Administración de justicia.

67. RESERVA 6. Conforme al artículo 54 de la Constitución Española de 1978, el Defensor del Pueblo es el alto
comisionado de las Cortes Generales designado para:

a) La defensa de los derechos comprendidos en el Título I de la Constitución.
b) El control de la constitucionalidad de las leyes y normas con rango de ley.
c) El enjuiciamiento de los miembros del Gobierno y altos cargos del Estado.

68. Conforme al artículo 136 de la Constitución Española de 1978, el supremo órgano fiscalizador de las cuentas
y de la gestión económica del Estado, así como del sector público, es:

a) El Ministerio de Hacienda.
b) El Tribunal de Cuentas.
c) El Consejo de Estado.

69. Según  el  artículo  98  de  la  Constitución  Española  de  1978,  ¿a  quién  corresponde  dirigir  la  acción  del
Gobierno  y  coordinar  las  funciones  de  los  demás  miembros  del  mismo?:

a) Al Presidente del Gobierno.
b) Al Rey, como máximo moderador de las instituciones.
c) Al Consejo de Ministros de forma colegiada.

70. Conforme al artículo 99.1 de la Constitución Española de 1978 ¿a quién corresponde proponer y, en su caso,
nombrar al Presidente del Gobierno, tras la celebración de elecciones generales?:

a) Al Presidente del Congreso de los Diputados.
b) Al  Rey,  previa  consulta  con  los  representantes  designados  por  los  grupos  políticos  con  representación

parlamentaria.
c) A las Cortes Generales en sesión conjunta.

71. Conforme al artículo 113.1 de la Constitución Española de 1978, para que la moción de censura sea admitida
a trámite, deberá ser propuesta por al menos:

a) La quinta parte de los Diputados, y habrá de incluir un candidato a la Presidencia del Gobierno.
b) La décima parte de los Diputados, y habrá de incluir un candidato a la Presidencia del Gobierno.
c) Un tercio de los Diputados, con o sin candidato alternativo.

72. Según el artículo 117.5 y 6 de la Constitución Española de 1978, el principio de unidad jurisdiccional, base
de la organización y funcionamiento de los Tribunales:

a) Permite la existencia de Tribunales de Excepción en casos de alarma o sitio.
b) Es incompatible con la existencia de la jurisdicción militar en el ámbito estrictamente castrense.
c) Es la base de la organización y funcionamiento de los Tribunales, prohibiéndose los Tribunales de Excepción.

73. Conforme al artículo 122.3 de la Constitución Española de 1978, el órgano de gobierno del Poder Judicial es
el Consejo General del Poder Judicial, integrado por:

a) El Presidente del Tribunal Supremo, que lo presidirá, y veinte miembros nombrados por el Rey por un periodo de
cinco años.

b) El Presidente del Tribunal Constitucional y quince miembros nombrados por el Rey por un periodo de cinco años.
c) El Ministro de Justicia y veinte miembros nombrados por el Rey por un periodo de cuatro años.
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74. Conforme al  artículo  147.2  de  la  Constitución  Española  de  1978  ¿cuál  de  los  siguientes  contenidos  no  es
obligatorio  que  figure  en  un  Estatuto  de  Autonomía?:

a) La delimitación del territorio de la Comunidad Autónoma.
b) La denominación, organización y sede de las instituciones autónomas propias.
c) El régimen de funcionamiento de las Diputaciones Provinciales de su territorio.

75. El Estado garantiza la realización efectiva del principio de solidaridad interterritorial, velando por el establecimiento
de un equilibrio económico, adecuado y justo entre las diversas partes del territorio español, conforme a lo dispuesto
en el artículo:

a) 138.1 de la Constitución Española de 1978.
b) 138.2 de la Constitución Española de 1978.
c) 139.1 de la Constitución Española de 1978.

76. Según el artículo 149.1 de la Constitución Española de 1978, el Estado tiene competencia exclusiva sobre:
a) Las alteraciones de los términos municipales comprendidos en su territorio.
b) La sanidad e higiene y asistencia social.
c) Nacionalidad, inmigración, emigración, extranjería y derecho de asilo.

77. En caso de conflicto de normas, el artículo 149.3 de la Constitución Española de 1978 establece que:
a) El derecho del Estado será, en todo caso, supletorio del derecho de las Comunidades Autónomas.
b) El derecho de las Comunidades Autónomas prevalecerá siempre sobre el derecho del Estado en todo el territorio

autonómico.
c) El Estado y la Comunidad Autónoma deberán acudir obligatoriamente a un arbitraje internacional.

78. RESERVA  1.  Según  el  artículo  143.3  de  la  Constitución  Española  de  1978,  la  iniciativa  del  proceso
autonómico  en  caso  de  no  prosperar,  solamente  podrá  reiterarse  pasados:

a) 4 años.
b) 3 años.
c) 5 años.

79. RESERVA  10.  Conforme  al  artículo  59.2  de  la  Constitución  Española  de  1978,  ¿a  quién  corresponde
reconocer  la  imposibilidad  del  Rey  para  ejercer  sus  funciones  en  caso  de  inhabilitación  ?:

a) El Gobierno.
b) El Tribunal constitucional.
c) Las Cortes Generales.

80. Según el artículo 136.2 de la Constitución Española de 1978, ¿a quién debe remitir el Tribunal de Cuentas un
informe anual sobre sus actuaciones?:

a) Al Rey, para su conocimiento y sanción.
b) Al Tribunal Supremo, a través de la Sala de lo Contencioso-Administrativo.
c) A las Cortes Generales y, en su caso, comunicar las infracciones que a su juicio se hayan cometido.

81. El vigente Estatuto de autonomía para Andalucía fue aprobado:
a) Mediante Ley elaborada y aprobada por el Parlamento de Andalucía.
b) Mediante Decreto-Ley del Gobierno Nacional, refrendado posteriormente por las Cortes Generales.
c) Mediante Ley Orgánica aprobada por las Cortes Generales y sancionada por el Rey.

82. Según  el  articulo  106.3  del  vigente  Estatuto  de  Autonomía  para  Andalucía,  corresponde  al  Parlamento  de
Andalucía:

a) El  control  sobre  la  acción  del  Consejo  de  Gobierno  y  sobre  la  acción  de  la  Administración  situada  bajo  su
autoridad.

b) Designar los miembros del Consejo de Gobierno.
c) Las respuestas a) y b) son incorrectas.
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83. Según establece el artículo 99.1 del vigente Estatuto de Autonomía para Andalucía, la Junta de Andalucía es
la institución en que se organiza políticamente el autogobierno de la Comunidad Autónoma, y está integrada
por:

a) El Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, el Consejo de Gobierno y la Cámara de Cuentas de Andalucía.
b) El Defensor del Pueblo andaluz, el Presidente de la Junta y el Consejo Consultivo de Andalucía.
c) El Parlamento de Andalucía, la Presidencia de la Junta y el Consejo de Gobierno.

84. El Defensor del Pueblo Andaluz, según el artículo 128.2 del vigente Estatuto de Autonomía para Andalucía:
a) Será elegido por el Consejo de Gobierno a propuesta del Presidente de la Junta.
b) Será elegido por el Parlamento por mayoría cualificada.
c) Será elegido por el Presidente de la Junta a propuesta del Consejo Consultivo de Andalucía.

85. Según el artículo 130.1 del vigente Estatuto de Autonomía para Andalucía, la Cámara de Cuentas es:
a) El  superior  órgano  consultivo  en  materia  financiera  y  presupuestaria  del  Consejo  de  Gobierno  y  de  la

Administración  de  la  Junta  de  Andalucía.
b) El  órgano de control  externo de la  actividad económica y  presupuestaria  de la  Junta de Andalucía,  de los entes

locales y  del  resto del  sector  público de Andalucía.
c) El órgano encargado de elaborar y aprobar los Presupuestos anuales de la Junta de Andalucía.

86. Según  establece  el  apartado  primero  del  artículo  103.1  de  la  Constitución  Española  de  1978,  la
Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa con sometimiento pleno a la ley
y al Derecho, de acuerdo con los siguientes principios:

a) Eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación.
b) Objetividad, imparcialidad, legalidad, eficiencia y transparencia.
c) Competencia, delegación, cooperación, concertación y subordinación.

87. Según  el  artículo  84.1  a)  de  la  Ley  40/2015,  de  1  de  octubre,  de  Régimen  Jurídico  del  Sector  Público,  los
organismos públicos vinculados o dependientes de la  Administración General  del  Estado se clasifican en:

a) Consorcios, fundaciones del sector público y empresas públicas.
b) Organismos autónomos, entidades públicas empresariales y agencias estatales.
c) Sociedades anónimas estatales, universidades públicas no transferidas y agencias públicas autónomas.

88. RESERVA  9.  Según  el  artículo  89.1  de  la  Ley  40/2015,  de  1  de  octubre,  de  Régimen  Jurídico  del  Sector
Público:

a) Dentro de su esfera de competencia,  a los organismos públicos les corresponden las potestades administrativas
precisas  para  el  cumplimiento  de  sus  fines,  en  los  términos  que  prevean  sus  estatutos,  incluida  la  potestad
expropiatoria.

b) Los organismos públicos tienen personalidad jurídica pública diferenciada, patrimonio y tesorería propios, así como
autonomía de gestión, en los términos previstos en esta Ley.

c) Los actos y resoluciones dictados por los organismos públicos en el ejercicio de potestades administrativas no son
susceptibles  de  los  recursos  administrativos  previstos  en  laLey  de  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las
Administraciones  públicas.

89. Las entidades públicas empresariales se financiarán de conformidad con lo establecido en el artículo 107.3
de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público:

a) Mayoritariamente con las transferencias corrientes o de capital que procedan de las Administraciones o entidades
públicas.

b) Mayoritariamente  de  las  consignaciones  específicas  que  tuvieran  asignadas  en  los  Presupuestos  Generales  del
Estado.

c) Mayoritariamente  con  ingresos  de  mercado,  a  excepción  de  aquellas  que  tengan  la  condición  o  reúnan  los
requisitos  para  ser  declaradas  medio  propio  personificado  de  conformidad  con  la  Ley  de  Contratos  del  Sector
Público.
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90. Mediante qué Tratado internacional la anteriormente denominada Comunidad Económica Europea (CEE) se
transforma formalmente en la actual Unión Europea (UE):

a) El Acta Única Europea firmada en Luxemburgo y La Haya el 17 de febrero de 1986 y el 28 de febrero de 1986.
b) El Tratado de Maastricht, firmado el 7 de febrero de 1992.
c) El Tratado de Amsterdam, firmado del 2 de octubre de 1997.

91. Según el Tratado de la Unión Europea, el Comité Económico y Social y el Comité de las Regiones son:
a) Organismos de la Unión Europea que ejercen funciones consultivas.
b) Instituciones de la Unión Europea.
c) Organismos ejecutivos de la Unión Europea.

92. Según el artículo 13.1 del Tratado de la Unión Europea son instituciones de la Unión Europea, entre otras:
a) El Consejo de Seguridad y el Defensor del Pueblo Europeo.
b) El Secretario General Europeo y el Banco Europeo de Inversiones.
c) El Tribunal de Justicia de la Unión Europea y el Tribunal de Cuentas.

93. Según el Tratado de la Unión Europea, el Parlamento Europeo estará compuesto por representantes de los
ciudadanos de la Unión. Su número no excederá de:

a) Setecientos cincuenta, más el Presidente.
b) Seiscientos cincuenta.
c) Setecientos, más el Presidente.

94. Qué normas de la Unión Europea necesitan transposición para integrar el ordenamiento jurídico interno de
los Estados miembros:

a) Las Directivas.
b) Los Reglamentos.
c) Las Decisiones.

95. Según el artículo 3.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, además del
Municipio, la Provincia y la Isla, gozan de la condición de Entidades Locales:

a) Los Consorcios municipales, los Cabildos y los Archipiélagos.
b) Las Comarcas, las Áreas Metropolitanas, y las Mancomunidades de municipios.
c) Los Consejos insulares, las Diputaciones Provinciales y los Concejos Abiertos.

96. Según  el  artículo  7.4  de  la  Ley  7/1985,  de  2  de  abril,  Reguladora  de  las  Bases  del  Régimen  Local,  las
Entidades  locales:

a) Solo podrán ejercer competencias distintas de las propias y de las atribuidas por delegación cuando no se ponga
en  riesgo  la  sostenibilidad  financiera  del  conjunto  de  la  Hacienda  municipal  y  no  se  incurra  en  un  supuesto  de
ejecución  simultánea  del  mismo  servicio  público  con  otra  Administración  Pública.

b) En ningún caso podrán ejercer competencias distintas de las propias y de las delegadas.
c) Para  ejercer  competencias  distintas  de  las  propias  y  de  las  delegadas  necesitan  autorización  expresa  mediante

Decreto  del  Consejo  de  Gobierno  de  la  respectiva  Comunidad  Autónoma.

97. De conformidad con el artículo 15 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local
de la población municipal está constituida por:

a) Los vecinos del Municipio inscritos en el Padrón municipal de habitantes, siempre que sean españoles.
b) Los vecinos del  Municipio,  ya sean españoles o extranjeros,  cuya condición se adquiere por su inscripción en el

Padrón municipal  de habitantes.
c) Los vecinos del Municipio inscritos en el Padrón municipal de habitantes, siempre que sean españoles u ostenten

la nacionalidad española.
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98. RESERVA 8. El otorgamiento de licencias forma parte de una de las formas de acción administrativa de las
Entidades Locales, concretamente de:

a) La actividad de fomento.
b) La actividad de servicio público.
c) La actividad de policía.

99. Según  el  artículo  85.2  a)  de  la  Ley  7/1985,  de  2  de  abril,  Reguladora  de  las  Bases  del  Régimen  Local,  la
gestión  de  un  servicio  público  de  competencia  municipal  llevada  a  cabo  por  la  propia  Entidad  local,  un
organismo  autónomo  local,  una  entidad  pública  empresarial  local  o  una  sociedad  mercantil  local  cuyo
capital  social  sea  de  titularidad  pública  es  una  forma  de  gestión:

a) Directa.
b) Indirecta.
c) Mixta.

100.La  Constitución  Española  de  1978  establece  en  su  artículo  106.1  que  la  legalidad  de  la  actuación
administrativa  será  controlada  por:

a) El Consejo de Estado, como supremo órgano consultivo del Gobierno.
b) Las Cortes Generales, como legítimas representantes del pueblo español.
c) Los Tribunales.
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